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PRUEBA SUPERVENIENTE EN MATERIA LABORAL. EL TÉRMINO PARA OFRECERLA ES DE 
TRES DÍAS CONTADOS A PARTIR DE QUE SE TUVO CONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA. 
 
El artículo 881 de la Ley Federal del Trabajo alude a la posibilidad de que una vez concluida la 
etapa de ofrecimiento y admisión de pruebas, solamente se admitirán las que se refieran a hechos 
supervenientes. Ahora bien, por hecho superveniente debe entenderse aquel que ocurre con 
posterioridad a la fecha en que se formula la demanda o la contestación en la fase procesal 
correspondiente y también puede ser el que se conoce después de celebrada la etapa de demanda 
y excepciones; entonces la prueba superveniente es la que nace luego de agotada la de 
ofrecimiento y admisión de pruebas o se tiene conocimiento después de verificada esta última. En 
tal virtud, si una de las partes en el juicio laboral pretende que le sea admitida como prueba 
superveniente la que conoció después de llevarse a cabo la etapa de ofrecimiento y admisión de 
pruebas, debe ofrecerla en el término de tres días previsto en el artículo 735 de la Ley Federal del 
Trabajo, precisamente porque para realizar esa actuación no está expresamente fijado un término 
específico y tampoco debe quedar al arbitrio de la oferente la oportunidad para hacerlo, ya que es 
la propia ley la que fija los momentos en que han de verificarse los actos procesales, so pena de 
que opere la preclusión del derecho correspondiente. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 244/2016. 25 de agosto de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Sergio Pallares y 
Lara. Ponente: José Juan Trejo Orduña. Secretario: Juan Antonio Gutiérrez Gaytán.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO LABORAL. EL APODERADO DEL TRABAJADOR PUEDE 
ALLANARSE AL DICTAMEN EMITIDO POR EL PERITO DE LA CONTRAPARTE DE AQUÉL, 
AUN SIN TENER FACULTADES EXPRESAS PARA ELLO. 
 
De conformidad con los artículos 692, fracción I y 693 de la Ley Federal del Trabajo, las personas 
físicas, entre ellas, los trabajadores, pueden comparecer a juicio directamente o por conducto de 
apoderado. Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 82/2010, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 271, de rubro: "DESISTIMIENTO DE PRUEBAS 
EN EL JUICIO LABORAL. ES INNECESARIO ORDENAR LA RATIFICACIÓN POR PARTE DEL 
TRABAJADOR CUANDO SU APODERADO LO REALIZA SIN TENER FACULTADES 
EXPRESAS PARA ELLO.", determinó que el apoderado del trabajador tiene la facultad de 
desistirse de las pruebas ofrecidas en el juicio laboral, aun sin contar con atribuciones expresas 
para ello, lo que no debe considerarse como un exceso, porque si acorde con el numeral 696 de la 
legislación en cita, el poder otorgado por éste para ser representado en el juicio, se entiende 
conferido para demandar todas las prestaciones principales y accesorias que correspondan, 
aunque tal situación no se exprese en el mandato; ello significa que esa prerrogativa, como 
expresión de la defensa de sus derechos, comprende la relativa a utilizar los medios de prueba 
estimados pertinentes para lograr la condena de las pretensiones que se persiguen, situación que 
no se limita a su aspecto positivo, sino también a su aspecto antagónico, consistente en la 
posibilidad de desistir de un medio probatorio previamente ofrecido, siempre y cuando no exista 
disposición legal que lo impida. En ese orden de ideas, se concluye que si el apoderado del 
trabajador puede desistirse de las pruebas ofrecidas, por mayoría de razón puede allanarse al 
dictamen pericial rendido por el perito designado por su contraparte, al tratarse de un caso análogo 
a aquél. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 966/2015. Georgina Hernández Ortega. 22 de septiembre de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Natividad Regina Martínez Ramirez.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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PRUEBA DOCUMENTAL OBTENIDA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS EN EL JUICIO LABORAL. 
AL NO GOZAR DE VALOR PROBATORIO PLENO, LA OBTENIDA DE SISTEMAS DE 
CONTROL DE REGISTRO REQUIERE DE PERFECCIONAMIENTO PARA ACREDITAR LOS 
HECHOS QUE CONTIENE. 
 
De la interpretación de los artículos 776, 836-B, 836-C y 836-D de la Ley Federal del Trabajo, se 
advierte que en el proceso laboral son admisibles todos los medios de prueba que no sean 
contrarios a la moral y al derecho, entre los que destacan, las pruebas derivadas de las distintas 
tecnologías de la información y la comunicación, tales como sistemas informáticos, medios 
electrónicos ópticos, documento digital y, en general, los medios aportados por los descubrimientos 
de la ciencia. Asimismo, se establece que para su desahogo y valoración deberá presentarse una 
impresión o copia del documento digital ofrecido y acompañarse de los datos mínimos para su 
localización, en el medio electrónico en que se encuentre, respecto del cual podrán designarse el o 
los peritos que se requieran para determinar si la información contenida en ese documento digital 
se encuentra íntegra e inalterada, tal como fue generada desde el primer momento, ubicándola en 
tiempo y espacio entre el emisor y destinatario. Además, en caso de que la prueba en cuestión se 
encuentre en poder del oferente, éste deberá poner a disposición del o los peritos designados, los 
medios necesarios para emitir su dictamen, apercibido que, de no hacerlo, se decretará desierta la 
prueba, entre otras hipótesis. En este sentido, la prueba documental consistente en la impresión 
obtenida de un sistema digital de control de registro, cuya información sólo puede ser generada, 
consultada, modificada y procesada por medios electrónicos, en términos del referido artículo 
836-B, por sí sola, no goza de pleno valor probatorio, sino que, al ser un medio de prueba distinto a 
la documental convencional, su valoración debe sujetarse a las reglas propias de los elementos 
aportados por los avances de la ciencia; de ahí que su eficacia probatoria se encontrará sujeta al 
cercioramiento de los datos que en ella se adviertan, en la medida en que coincidan con aquellas 
condiciones en que tal documento digital haya sido generado. En consecuencia, para que pueda 
gozar de valor pleno para acreditar los hechos que consigna, debe ofrecerse su perfeccionamiento. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 1016/2015. Rafael Manuel Delgado Méndez. 1 de septiembre de 2016. Unanimidad 
de votos. Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. Secretaria: Anabel Morales Guzmán.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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CONFLICTO COMPETENCIAL. EL HECHO DE QUE EL TRIBUNAL DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE VERACRUZ, HUBIESE ACEPTADO LA 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE UN ASUNTO, NO IMPIDE QUE DERIVADO DE UNA 
NUEVA REFLEXIÓN O POR NUEVOS ELEMENTOS, DE OFICIO, LA DECLINE, SIEMPRE QUE 
LO HAGA ANTES DEL DICTADO DEL LAUDO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE VERACRUZ). 
 
El hecho de que el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder Judicial del Estado de Veracruz, 
hubiese aceptado la competencia para conocer de un asunto, no impide que posteriormente, 
derivado de una nueva reflexión o por nuevos elementos, de oficio, la decline, siempre y cuando 
ello se haga antes del dictado del laudo, esto es, del acuerdo de cierre de instrucción; lo que se 
explica ya que si dicho tribunal aceptó conocer de una demanda laboral cuya competencia declinó 
otro órgano jurisdiccional, puede rechazarla e iniciar un conflicto competencial ante el Poder 
Judicial de la Federación, oficiosamente "en cualquier estado del proceso" según el artículo 192 de 
la Ley Número 364 Estatal del Servicio Civil de Veracruz; sin embargo, este precepto debe 
entenderse en armonía con los diversos 213 y 219 de esa ley, que definen que el procedimiento 
jurisdiccional burocrático inicia con la presentación de la demanda y concluye hasta antes del 
dictado del laudo, esto es, con el acuerdo de cierre de instrucción. De ahí que, aun cuando en el 
primer acuerdo que dictó, aceptó conocer de la demanda laboral y, posteriormente, esto es, en la 
audiencia de ley, de oficio, determinó carecer de competencia, tal determinación es legal, porque 
esa declaratoria la hizo durante el procedimiento, pero antes de dictar el laudo, bajo un argumento 
o elemento no ponderado; por tanto, debe estimarse legal esa decisión, porque nada le impedía 
proceder de esta manera, ya que aún no precluía la posibilidad legal de ese órgano jurisdiccional 
para abordar su estudio. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Conflicto competencial 8/2016. Suscitado entre el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Poder 
Judicial del Estado de Veracruz y la Junta Especial Número Cinco de la Local de Conciliación y 
Arbitraje de la propia entidad federativa. 8 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jorge Sebastián Martínez García. Secretario: José Vega Luna.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
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APORTACIONES AL INFONAVIT Y AL SAR. SI EN UN JUICIO SE RECLAMA DEL PATRÓN EL 
CUMPLIMIENTO DE ESA OBLIGACIÓN, BASTA QUE ÉSTE JUSTIFIQUE FEHACIENTEMENTE 
QUE EL TRABAJADOR ESTÁ INSCRITO Y ENTERA LAS CUOTAS SIN ADEUDO ANTE EL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, PARA QUE AQUÉLLAS SE ENTIENDAN 
CUBIERTAS. 
 
De la interpretación sistemática de los artículos 29, 30 y 31 de la Ley del Instituto del Fondo 
Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y 251, fracciones XII, XIV y XXVI, de la Ley del 
Seguro Social, se advierte que tratándose del entero y cumplimiento de pago de las cuotas a cargo 
del patrón que se constituyen por aportaciones a las subcuentas de seguro para el retiro, cesantía 
en edad avanzada y vejez, y aportaciones a la vivienda, su recaudación se da a través de las 
oficinas o entidades receptoras que para tal efecto ha dispuesto el Instituto Mexicano del Seguro 
Social, siendo dicho ente (único autorizado conforme a los citados artículos), quien procede a la 
distribución de las cantidades que corresponden a cada uno de los conceptos que en su conjunto 
integran el rubro de seguridad social, como son los recursos que se proveen a las Administradoras 
de Fondos para el Retiro (Afores), encargadas de administrar fondos de retiro y ahorro de los 
trabajadores afiliados al referido instituto y los recursos de vivienda que son administrados por el 
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores. Así, el registro sobre la 
individualización de esos recursos en las cuentas individuales de los sistemas de ahorro para el 
retiro, estará a cargo también de las administradoras de fondos para el retiro en los términos 
previstos en la ley y reglamento correspondientes, a través de las unidades receptoras facultadas 
para recibir el pago de esas aportaciones de seguridad social; siendo entonces atribución tanto del 
Instituto Mexicano del Seguro Social como del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 
Trabajadores, recaudar y cobrar las cuotas correspondientes, como así se advierte de las 
fracciones XIV y XXVI del aludido artículo 251. De ahí que si en un juicio el trabajador reclama el 
cumplimiento por parte del patrón de todos esos deberes derivados de la tutela social que exige el 
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, bastará que éste 
demuestre fehacientemente que entera al Instituto Mexicano del Seguro Social las cuotas 
correspondientes sin adeudos, para estimar que cumple con las obligaciones en materia de 
seguridad social que le impone la Ley del Seguro Social, como las que derivan del Sistema de 
Ahorro para el Retiro, donde quedan inmersas las aportaciones de vivienda, establecidas en la ley 
del instituto respectivo. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 72/2016. Pedro Antonio Mérida Salcedo. 8 de septiembre de 2016. Unanimidad de 
votos. Ponente: Jorge Toss Capistrán. Secretario: Arturo Navarro Plata.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 13 de enero de 2017 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 


